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del Subsecretario, previa formación del correspondiente
expediente, que será instruido por la Dirección General
de la Marina Mercante.

Dicha propuesta podrá hacerse de oficio o a instancia
de personas, instituciones y empresas públicas o pri-
vadas, u organismos de las Administraciones Públicas,
nacionales o extranjeras.

En el expediente deberán constar:

a) Los méritos y circunstancias que concurren en
el candidato, indicando especialmente aquellos que se
juzguen más significativos.

b) La ausencia o irrelevancia de faltas, infracciones
o antecedentes negativos que invaliden o desmerezcan
los méritos mencionados.

c) Los informes que en cada caso resulten opor-
tunos. Cuando se trate de funcionarios o trabajadores
al servicio de las Administraciones Públicas, será pre-
ceptivo el informe del departamento, organismo, órgano
o entes de los que dependan.

d) La conformidad del interesado. Cuando no conste
previamente, la concesión se entenderá condicionada
a la aceptación.

Artículo 6.

La Medalla y la Placa serán entregadas por el Ministro
de Fomento o por la autoridad en quien éste delegue.

La entrega se efectuará en acto público, que se cele-
brará el Día Marítimo Mundial o con motivo de la con-
memoración de éste.

Artículo 7.

La concesión de la Medalla y de la Placa se harán
constar en el correspondiente libro de registro que a
tal fin existirá en la Dirección General de la Marina
Mercante.

El Ministerio de Fomento expedirá un Diploma jus-
tificativo de la concesión a las personas o entidades
a las que se les hubiese otorgado la Medalla o la Placa
al Mérito de la Marina Mercante.

A solicitud de los interesados, la Dirección General
de la Marina Mercante expedirá certificaciones de ins-
cripción en el libro registro.

Artículo 8.

La Medalla y la Placa al Mérito de la Marina Mercante
podrán ser exhibidas por sus titulares. La Medalla podrá
utilizarse habitualmente bajo la forma de una miniatura
o de una insignia de solapa con las dimensiones habi-
tuales. Los titulares de la Placa podrán hacer constar
su posesión en sus respectivos impresos, documentos,
anuncios y publicidad.

Artículo 9.

Quienes hubieran recibido la Medalla o la Placa al
Mérito de la Marina Mercante podrán ser privados de
estas distinciones si fueran condenados, por sentencia
firme, por la comisión de delitos dolosos, o hubieran
sido sancionados por la comisión de infracciones tipi-
ficadas como graves o muy graves en la Ley 27/1992,
de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina
Mercante, o hubieran realizado actos contrarios a los
motivos determinantes de su concesión.

Corresponde al Ministro de Fomento, a propuesta del
Director general de la Marina Mercante, adoptar el acuer-
do de privación, previa instrucción del oportuno expe-
diente con audiencia del interesado.

Disposición final única.

Esta Orden entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 6 de junio de 2002.

ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

11708 REAL DECRETO 527/2002, de 14 de junio,
por el que se establecen las normas para
garantizar el funcionamiento de los servicios
mínimos esenciales del ente público Radio-
televisión Española y de las sociedades esta-
tales «Radio Nacional de España, Sociedad
Anónima», y «Televisión Española, Sociedad
Anónima».

El derecho fundamental a la huelga está sujeto a limi-
taciones y restricciones en su ejercicio, derivadas de su
conexión con otras libertades, derechos o bienes cons-
titucionalmente protegidos. Como la propia Constitución
Española, en su artículo 28.2, establece expresamente,
«la Ley que regule el ejercicio de este derecho esta-
blecerá las garantías precisas para asegurar el mante-
nimiento de los servicios esenciales de la comunidad».

En este sentido, el párrafo segundo del artículo 10
del Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre
relaciones de trabajo, atribuye a la «autoridad guber-
nativa» la competencia para acordar las medidas nece-
sarias para asegurar el funcionamiento de ese tipo de
servicios, referencia que, de acuerdo con la interpreta-
ción de este precepto, efectuada por la jurisprudencia
del Tribunal Constitucional (entre otras, sentencias
11/1981, de 8 de abril; 26/1981, de 17 de julio, y
51/1986, de 24 de abril), ha de entenderse hecha al
Gobierno o a aquellos órganos del Estado que ejerzan
potestades de gobierno.

Ante el anuncio de una situación de huelga general
que afecta al ente público Radiotelevisión Española y
a las sociedades estatales «Radio Nacional de España,
Sociedad Anónima» y «Televisión Española, Sociedad
Anónima», se hace precisa la adopción de las medidas
procedentes para asegurar el mantenimiento de los servi-
cios públicos esenciales de la radiodifusión sonora y la
televisión, cuya gestión se halla encomendada a aquéllos
por los artículos 5.1, 16.1 y 17.1 de la Ley 4/1980,
de 10 de enero, del Estatuto de la Radio y la Televisión;
todo ello de conformidad con lo previsto en los artículos
28.2 de la Constitución Española y 10 del Real Decre-
to-ley 17/1977.

A fin de compatibilizar, de una parte, el mantenimien-
to de los aludidos servicios en el nivel imprescindible,
y de otra, la mínima limitación posible del derecho de
huelga, de tal forma que queden salvaguardados, al mis-
mo tiempo, y dentro de lo posible, el interés general
de la comunidad, que se halla implícito en la conside-
ración legal de estos servicios como «esenciales» y el
derecho fundamental de huelga del que son titulares
los trabajadores, es preciso tomar en consideración las
siguientes circunstancias, valoradas al establecer las
medidas a que se refiere la presente norma:

1.o El carácter «esencial» que revisten los servicios
públicos de la radiodifusión sonora y la televisión, no
solamente por determinación expresa del legislador,
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plasmada en el artículo 1.2 de la Ley 4/1980; sino tam-
bién por su incidencia en el ejercicio de los derechos
fundamentales a comunicar y recibir libremente infor-
mación veraz por cualquier medio de difusión, consa-
grados por el artículo 20.1.d) de la Constitución Española
(circunstancia de la que, igualmente, derivaría su carácter
de servicios públicos «esenciales», aun sin necesidad de
declaración legal expresa, de acuerdo con la doctrina
del Tribunal Constitucional reflejada en las sentencias
26/1981, de 17 de julio, y 51/1986, de 24 de abril).

2.o La procedencia de precisar, dentro de la total
extensión de la prestación de estos servicios públicos
esenciales, y aplicando un criterio lo más estricto posible,
aquellos aspectos cuyo mantenimiento debe considerarse
indispensable (con la finalidad de asegurar la satisfacción
del interés público afectado), respecto de aquellos otros
que pueden quedar suspendidos temporalmente como
consecuencia de la huelga, sin grave merma del interés
general de la comunidad.

3.o La consideración de la amplia extensión geo-
gráfica y temporal de la convocatoria de huelga general
que afecta al ente público Radiotelevisión Española y
a las sociedades estatales «Radio Nacional de España,
Sociedad Anónima», y «Televisión Española, Sociedad
Anónima», en todos sus centros, y a lo largo de los días
19 (en el País Vasco y Navarra) y 20 (en todo el territorio
nacional) de junio de 2002.

En consecuencia, se estima necesario:
a) Asegurar la continuidad de las emisiones radio-

fónicas y televisivas durante su horario habitual, de tal
forma que se garantice la no interrupción de los servicios
públicos esenciales de la radiodifusión sonora y la tele-
visión, si bien mediante la única utilización de programas
grabados, y sin la difusión, por consiguiente, de pro-
gramación en directo, con la salvedad de los programas
informativos a los que se alude a continuación.

b) Garantizar la producción y emisión de los pro-
gramas informativos, que son considerados imprescin-
dibles para el mantenimiento de los servicios públicos
esenciales de información a la comunidad.

A este respecto, es preciso señalar que el fundamento
en el que se ampara el mantenimiento de la emisión
de aquellos programas informativos no es otro que la
garantía legal de observancia en los mismos de los prin-
cipios constitucionales plasmados en el artículo 4 de
la Ley 4/1980: Objetividad, veracidad e imparcialidad
de las informaciones; separación entre informaciones y
opiniones, identificación de quienes sustenten estas últi-
mas y su libre expresión; respeto al pluralismo político,
religioso, social, cultural y lingüístico; respeto al honor,
la fama, la vida privada de las personas y cuantos dere-
chos y libertades reconoce la Constitución; protección
de la juventud y la infancia, y respeto de los valores
de igualdad.

c) Posibilitar, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 22 de la Ley 4/1980, que el Gobierno pueda hacer
que se programen y difundan cuantas declaraciones o
comunicaciones oficiales de interés público estime nece-
sarias, con indicación de su origen. Por razones de urgen-
cia, apreciadas por el propio Gobierno, estos comuni-
cados y declaraciones tendrán efecto inmediato.

d) Asegurar, asimismo, la preparación de la produc-
ción de la programación informativa de la reunión del
Consejo Europeo, que tendrá lugar en Sevilla los días
21 y 22 de junio de 2002, la cual no solamente forma
parte del mantenimiento del imprescindible servicio
público esencial de información a que se ha hecho refe-
rencia, sino que presenta la circunstancia adicional de
que «Radio Nacional de España, Sociedad Anónima»,
y «Televisión Española, Sociedad Anónima», tienen com-
prometida la producción y suministro de la señal ins-
titucional para la Unión Europea de Radiotelevisión y

para los medios de comunicación nacionales, de los
demás Estados miembros de la Unión Europea y del
resto del mundo.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Hacienda
y de Ciencia y Tecnología, y previa deliberación del Consejo
de Ministros en su reunión del día 14 de junio de 2002,

D I S P O N G O :

Artículo 1.

El ejercicio del derecho de huelga por el personal
del ente público Radiotelevisión Española y de las socie-
dades estatales «Radio Nacional de España, Sociedad
Anónima», y «Televisión Española, Sociedad Anónima»
se realizará sin perjuicio del mantenimiento de los servi-
cios esenciales, en cada uno de los centros, en jornada
normal y conforme se determina en los artículos siguien-
tes.

Artículo 2.

A los efectos previstos en el artículo anterior, se con-
sideran servicios esenciales los siguientes:

a) La emisión, dentro de los horarios y canales habi-
tuales de difusión, de una programación grabada.

b) La producción y emisión de la normal progra-
mación informativa.

c) La programación y difusión de las declaraciones
o comunicaciones oficiales de interés público a que se
refiere el artículo 22 de la Ley 4/1980, de 10 de enero,
del Estatuto de la Radio y la Televisión.

d) La preparación de la producción para la emisión
de la programación informativa de la reunión del Consejo
Europeo, que tendrá lugar en Sevilla los días 21 y 22
de junio de 2002, y la seguridad de las personas, ins-
talaciones y material adscrito a dichas funciones.

Artículo 3.

El Director general del ente público Radiotelevisión
Española determinará el personal mínimo necesario para
garantizar los servicios a los que se refiere el artículo 2
del presente Real Decreto, una vez oídos el Gerente del
grupo Radiotelevisión Española y los Directores de «Ra-
dio Nacional de España, Sociedad Anónima», y de «Te-
levisión Española, Sociedad Anónima». En todo caso, tal
determinación deberá atenerse a la normativa vigente
y tener en cuenta la duración, ámbito y demás caracteres
específicos de la huelga convocada.

Artículo 4.

Durante la celebración de la huelga deberá quedar
garantizada la seguridad de las personas, de las insta-
laciones y del material, asegurándose, además, por el
Comité de Huelga, que, a la finalización de ésta, los dis-
tintos centros y servicios se encuentren en situación de
funcionamiento normal, todo ello de conformidad con
la normativa legal aplicable.

Artículo 5.

Los servicios esenciales recogidos en los artículos
anteriores de este Real Decreto no podrán ser pertur-
bados por alteraciones o paros del personal designado
para su prestación. En caso de producirse, serán con-
siderados ilegales y quienes los ocasionaran incurrirán
en responsabilidad, que les será exigida de acuerdo con
el ordenamiento jurídico vigente.
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Artículo 6.

Lo dispuesto en los artículos precedentes no signi-
ficará limitación alguna de los derechos que los traba-
jadores tienen reconocidos por las normas reguladoras
de la huelga.

Disposición final única.

El presente Real Decreto entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 14 de junio de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de la Presidencia,

JUAN JOSÉ LUCAS GIMÉNEZ

MINISTERIO
DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS

11709 ORDEN APU/1461/2002, de 6 de junio, por
la que se establecen las normas para la selec-
ción y nombramiento de personal funcionario
interino.

Por Orden de 28 de febrero de 1986 se aprobaron
las normas para la selección del personal funcionario
interino, en desarrollo del artículo 31 del entonces vigen-
te Real Decreto 2223/1984, de 19 de diciembre, por
el que se aprueba el Reglamento General de Ingreso
del Personal al servicio de la Administración del Estado.

Con posterioridad, el Real Decreto 365/1995, de 10
de marzo, por el que se aprueba el Reglamento General
de Ingreso del Personal al servicio de la Administración
General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo
y Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles del
Estado, vino a sustituir al citado Real Decreto
2223/1984, de 19 de diciembre, estableciendo en su
artículo 27 una serie de previsiones sobre los funcio-
narios interinos.

Si bien la Orden 28 de febrero de 1986 se mantiene
en vigor en lo que no se oponga al Reglamento General
de Ingreso del Personal al servicio de la Administración
General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo
y Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles del
Estado, la reciente modificación del apartado 2 del ar-
tículo 5 de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado
de 1964 efectuada por la Ley 24/2001, de 27 de diciem-
bre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden
Social y la mejor adecuación a aspectos como la nece-
sidad de que la selección de personal se realice con
la máxima agilidad en razón a la urgencia requerida para
la cobertura transitoria de los puestos de trabajo, exigen
la aprobación de una nueva Orden que desarrolle el con-
tenido del artículo 27 del Reglamento General de Ingreso
del Personal al servicio de la Administración General del
Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción
Profesional de los Funcionarios Civiles del Estado.

En su virtud, previo informe de la Comisión Superior
de Personal, dispongo:

Primero. Ámbito de aplicación.
1. La presente Orden será de aplicación para la

selección y nombramiento del personal funcionario inte-
rino que vaya a prestar servicios en Cuerpos y Escalas
incluidos en el artículo 1.1 de la Ley 30/1984, de 2
de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función
Pública.

2. Asimismo, será de aplicación supletoria para la
selección y nombramiento de personal funcionario inte-
rino que vaya a prestar servicios en Cuerpos y Escalas
incluidos en el artículo 1.2 de la citada Ley.

Segundo. Normas generales.
1. Para efectuar el nombramiento de personal fun-

cionario interino se requerirá autorización conjunta de los
Ministerios de Administraciones Públicas y de Hacienda.

2. Para realizar la selección de personal funcionario
interino se requerirá el informe favorable de la Dirección
General de la Función Pública al proceso de selección
y a las bases de la convocatoria del mismo.

3. El procedimiento de autorización se ajustará a
las normas que dicten los Ministerios de Hacienda y
de Administraciones Públicas.

Tercero. Selección.
1. Con carácter general, se realizará mediante con-

curso, ajustado a los siguientes criterios:
a) A la experiencia profesional corresponderá entre

el 30 y el 70 por 100 del valor total del baremo, apli-
cándose de acuerdo con los siguientes criterios:

Será valorada con independencia del ámbito en el
que hubiera sido adquirida.

Deberá referirse a las funciones y tareas del puesto
de trabajo que pretende cubrirse.

Cuando se trate de la cobertura de un puesto de
trabajo con cometidos profesionales afines a puestos
de trabajo de nivel superior y/o inferior, podrá valorarse
la experiencia en dichos puestos, para lo que se otorgará
distinta puntuación en función del nivel, superior o infe-
rior, del puesto efectivamente desempeñado respecto
al que se opta.

b) A los conocimientos, cursos de formación y for-
mación académica corresponderá hasta el 70 por 100
del valor total del baremo, aplicándose de acuerdo con
los siguientes criterios:

Se otorgará mayor puntuación a los cursos de capa-
citación profesional relacionados con la plaza a cubrir,
impartidos por centros legalmente autorizados y reco-
nocidos, que a la posesión de titulación académica dis-
tinta a la exigida para participar en las pruebas, salvo
que ésta esté relacionada con las funciones propias del
Cuerpo o Escala al que se pretende acceder, en cuyo
caso deberá otorgársele una puntuación superior.

Podrá valorarse, con hasta el 50 por 100 del valor
total asignado en el baremo a los méritos de este apar-
tado b), la superación de ejercicios en pruebas selectivas
de acceso, como funcionario de carrera, a Cuerpos o
Escalas del mismo o superior grupo de titulación e igual
ámbito funcional que el correspondiente al Cuerpo o
Escala al que se pretende acceder, siempre y cuando
éstas se hubieran celebrado en los dos años anteriores.

En ningún caso serán valorados méritos no acredi-
tados documentalmente.

2. Con carácter excepcional, cuando las funciones
y el contenido práctico de los puestos a cubrir exijan
que los candidatos superen una entrevista o una prueba
práctica para demostrar su idoneidad, podrá realizarse


